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de la obra que padece los defectos, y [que] se ha rea-
lizado con los incumplimientos que justifican la deman-
da». La misma denuncia del incumplimiento se contiene
en la referencia que se hace en un apartado específico
de la demanda a la acción que se ejercita al especificar
que: «se deja efectuada remisión general a las normas
obligacionales que regirán, ya sea por aplicación directa
o supletoria considerando el repertorio de incumplimien-
tos descritos precedentemente; ya sea en forma com-
plementaria o analógica por aplicación del precepto con-
tenido en el art. 1591 Código civil. Se consignan los
art. 1089 y siguientes CC; en particular los art. 1101,
1145 y 1137 CC». Pero, sobre todo, con mayor rotun-
didad se expresa el alcance de la demanda al aludir
a la necesidad de un resarcimiento íntegro del quebranto
económico sufrido mediante una prestación de equiva-
lente; al efecto se afirma que es: «posible en todo caso
la acumulación de acciones por incumplimiento contrac-
tual contra la promotora vendedora de las viviendas
defectuosas con la acción ofrecida ex art. 1591 CC. El
resarcimiento tendrá por objeto colocar el patrimonio
en la situación alcanzada de no haber mediado incum-
plimiento o acto ilícito (STS 6 octubre 1982).»

De lo anterior se sigue que se justifica la legitimación
pasiva en el incumplimiento de las obligaciones con-
tractuales, se alude al incumplimiento como causa de
la acción que se ejercita (con alusión, además, al art.
1101 CC, relativo a la responsabilidad contractual) y,
finalmente, se afirma el carácter acumulable de las accio-
nes de incumplimiento con las fundadas en la respon-
sabilidad decenal por ruina, por todo lo cual no cabe
sino afirmar que la comunidad de propietarios deman-
dante basó también su reclamación en el incumplimiento
de las obligaciones asumidas por la entidad mercantil
demandada. Que esto es así se corrobora, además, por
las reiteradas referencias al incumplimiento contractual
contenidas en el escrito promoviendo el acto de con-
ciliación, así como por la circunstancia de que la con-
testación a la demanda se ocupe expresamente de negar
legitimación activa a la comunidad de propietarios para
el caso de apreciarse la existencia de un «incumplimiento
o vicio contractual».

4. Consecuencia de lo hasta ahora expuesto es la
constatación de que la Sentencia de la Audiencia Pro-
vincial que resolvió el recurso de apelación basó la deses-
timación de la pretensión indemnizatoria por ciertos
defectos constructivos (todos los reclamados, menos la
falta de construcción de la instalación de recogida, cana-
lización y bombeo de aguas en el garaje) en la falta
de ejercicio de la acción de incumplimiento contractual,
cuando en realidad, como ha quedado expuesto, sí se
había ejercitado. De este modo se sustenta el fallo de
la resolución recurrida (en lo que a la desestimación
parcial se refiere) en un presupuesto, apreciado de mane-
ra patentemente errónea, error en el que se aprecia la
concurrencia de los requisitos que, conforme a la doc-
trina anteriormente citada, venimos exigiendo para otor-
garle relevancia constitucional.

En efecto, en primer término, la realidad de que la
causa de la reclamación pecuniaria se encontraba tanto
en la apreciación de los defectos e incumplimientos inte-
grantes del concepto de ruina a que se refiere el art.
1591 CC como, acumuladamente, en el incumplimiento
contractual, deriva inmediatamente de la lectura de las
actuaciones judiciales, sin necesidad de realizar esfuerzo
interpretativo de complejidad alguna. En segundo lugar,
el error es imputable a la resolución judicial, pues no
se aprecia conducta alguna en la parte demandante que
puede calificarse de equívoca o inductora del error pade-
cido. Por último, pese a que la resolución judicial califica
como incumplimientos contractuales los defectos cons-
tructivos por los que finalmente no llega a conceder

indemnización, y no contiene un pronunciamiento aca-
bado acerca de su realidad, importancia y valoración,
ni sobre el cumplimiento de la totalidad de los requisitos
necesarios para el éxito de la reclamación de respon-
sabilidad contractual, no cabe desconocer que fue la
apreciación errónea acerca de la falta de ejercicio de
la acción de incumplimiento la que llevó al órgano judi-
cial, con razonamiento expreso en tal sentido, a deses-
timar la pretensión indemnizatoria en la extensión parcial
que se contiene en el fallo.

Consecuencia de lo acabado de afirmar es que el
restablecimiento del demandante de amparo en el dere-
cho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), que fue
lesionado por la resolución judicial, exige la anulación
de la Sentencia de la Audiencia Provincial para que se
dicte otra respetuosa con el derecho fundamental
invocado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la comunidad de
propietarios del edificio Gran Vía Parque y, en con-
secuencia:

1.o Declarar que ha sido vulnerado el derecho de
la citada comunidad de propietarios a la tutela judicial
efectiva sin indefensión consagrado en el apartado 1
del art. 24 CE.

2.o Restablecer a la comunidad demandante en la
integridad de su derecho y, a tal fin, anular la Sentencia
de la Audiencia Provincial de Córdoba de 28 de enero
de 2003, dictada en el rollo de apelación civil 444-2002,
retrotarayendo las actuaciones al momento inmediata-
mente anterior a su pronunciamiento para que se dicte
nueva Sentencia respetuosa con el derecho fundamental
vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de octubre de dos mil
cuatro.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Vicente conde
Martín de Hijas.—Eugeni Gay Montalvo.—Elisa Pérez
Vera.—Ramón Rodríguez Arribas.—Pascual Sala Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

19638 Sala Segunda. Sentencia 177/2004, de 18
de octubre. Recurso de amparo 4122-2003.
Promovido por Changepoint, S. A. respecto
de la tramitación por un Juzgado de Primera
Instancia de Torremolinos de unas diligencias
previas por delito de falsedad.

Vulneración del derecho a un proceso sin dila-
ciones indebidas: instrucción penal incoada
en enero de 2000 demorada sin justificación,
que mantiene en suspenso un juicio de
desahucio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente,
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez
Vera, don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez
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Arribas y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4122-2003, promovido
por la mercantil Changepoint, S.A., representada por la
Procuradora de los Tribunales doña Mercedes Rodríguez
Puyol y asistida por el Letrado don Ignacio Jiménez Poya-
to, en las diligencias previas núm. 335-2000 seguidas
en el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm.
3 de Torremolinos. Ha comparecido y formulado ale-
gaciones el Ministerio Fiscal. Ha actuado como Ponente
el Magistrado don Vicente Conde Martín de Hijas, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 23 de junio de 2003, doña
Mercedes Rodríguez Puyol, Procuradora de los Tribuna-
les, en nombre y representación de la mercantil Chan-
gepoint, S.A., interpuso recurso de amparo en las dili-
gencias previas núm. 335-2000 seguidas en el Juzgado
de Primera Instancia e Instrucción núm. 3 de Torre-
molinos.

2. En la demanda de amparo se recoge la relación
de antecedentes fácticos que a continuación sucinta-
mente se extracta:

a) La entidad demandante de amparo es arrenda-
taria de un local comercial situado en el Pasaje de San
Miguel núm. 14 de Torremolinos (Málaga), con facultad
expresa para subarrendarlo. En ejercicio de esa facultad
de subarriendo su representante legal y apoderado, don
Framaz Dar, y don Julián Cantón Arias firmaron el 4
de agosto de 1997 un contrato de subarriendo, por el
que la subarrendadora, con autorización expresa de la
propiedad, cedía a don Julián Cantón Arias la ocupación
de una parte del local comercial del que es titular
arrendaticia.

b) Trascurridos unos meses desde la entrada en
vigor del contrato de subarriendo, en concreto en enero
de 1998, don Julián Cantón Arias dejó de cumplir con
su obligación de pagar la renta. Como consecuencia de
dichos impagos la entidad recurrente en amparo pre-
sentó el día 22 de noviembre de 1999 demanda de
desahucio contra don Julián Cantón Arias, que fue tur-
nada ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de
Torremolinos, núm. de autos 335/99.

c) Don Julián Cantón Arias interpuso querella el día
18 de enero de 2000 alegando ser falso el contrato
de subarriendo aportado por la mercantil Cangepoint,
S.A., a la demanda de desahucio.

En concreto adujo que el contrato de subarriendo
de 4 de agosto de 1997 aportado al procedimiento de
desahucio era un documento falso, ya que la deman-
dante había borrado la firma del Sr. Liras, supuesto repre-
sentante de la recurrente en amparo, incorporando frau-
dulentamente la del Sr. Dar como su representante. Ale-
gó también que existía otro contrato de subarrendamien-
to de fecha 5 de agosto de 1997, que sustituía al anterior,
firmado igualmente, en representación de Changepoint,
S. A., por el Sr. Liras.

La referida querella fue turnada ante el mismo Juz-
gado al que correspondió el conocimiento de la demanda
de desahucio, incoándose las diligencias previas núm.

335-2000 y acordando el órgano judicial la suspensión
del proceso civil desde el día 10 de febrero de 2000
hasta la sustanciación de la causa penal.

d) Nada más presentarse la querella la demandante
de amparo, mediante escrito de fecha 3 de marzo de
2000, contestó a la misma y solicitó la práctica de unas
concretas diligencias que desvirtuaban su contenido y
mostraban el indigno proceder del querellante, siendo
una de esas diligencias la práctica de prueba pericial
caligráfica, para probar si existía o no manipulación en
la firma de don Framaz Dar en el contrato de subarriendo
aportado por la ahora recurrente en amparo. Posterior-
mente, por escrito de 24 de mayo de 2000, se reiteró
la solicitud de la práctica de esa prueba pericial cali-
gráfica.

El día 31 de julio de 2000 la demandante de amparo
presentó un nuevo escrito en el que volvió a interesar
la práctica de la mencionada prueba caligráfica, que
demostraba la innecesariedad de continuar con la ins-
trucción del procedimiento penal, pidiendo que se ace-
lerase ésta para poner fin cuanto antes a los perjuicios
que se le causaban en el procedimiento civil, al estar
paralizado a resultas de lo que aconteciera en la causa
criminal.

El día 31 de julio de 2001 presentó otro escrito en
el que solicitó nuevamente la aceleración de la instruc-
ción, acudiéndose personalmente con idéntica preten-
sión ante la Ilma. Sra. Juez el día 25 de febrero de 2002.

El día 14 de octubre de 2002 presentó un nuevo escrito
en el que volvió a poner de manifiesto ante el órgano
judicial la excesiva duración del proceso y denunció que
la lentitud de su tramitación era contraria al derecho a
un proceso sin dilaciones indebidas (art. 24.2 CE).

Con fecha 29 de noviembre de 2002 reiteró por quin-
ta vez la excesiva demora de la instrucción de la causa
penal y volvió a solicitar la práctica de la prueba pericial
caligráfica que hacía ya dos años y cuatro meses que
había interesado, sin que tampoco esta pretensión fuese
atendida. Asimismo advirtió al Juzgado de la existencia
de escritos de la parte contraria y de diligencias prac-
ticadas que no le habían sido notificados.

A la fecha de la presentación de la demanda de ampa-
ro el Juzgado continúa sin acceder a la práctica de la
mencionada diligencia de prueba y sin decidirse a poner
fin a la instrucción, que viene dañando sobremanera los
intereses de la recurrente en amparo al encontrase para-
lizada la demanda de desahucio que presentó en el año
1999.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda de amparo se invoca en ésta la vulneración
del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas (art.
24.2 CE).

La demandante de amparo argumenta al respecto,
tras recordar la doctrina de este Tribunal sobre el referido
derecho fundamental, con cita, entre otras, de la STC
237/2001, de 18 de diciembre, que en este caso se
cumplen todos los requisitos para apreciar la vulneración
denunciada. En efecto, las actuaciones penales a las que
ha dado lugar la incoación de las diligencias previas núm.
335-2000 no revisten ninguna complejidad por la natu-
raleza y las circunstancias del supuesto delito que se
investiga, ni son excesivas las diligencias de prueba pro-
puestas, ni entrañan éstas dificultad alguna para su prác-
tica. Asimismo no puede considerarse margen normal
de la duración de la instrucción de tan sencillo proceso
el largo periodo de tres años y seis meses transcurrido
desde que se presentó la querella hasta el día en que
se promovió esta demanda de amparo, tiempo durante
el cual tampoco ha sido practicada la concreta prueba
pericial pedida y reiterada insistentemente por esta parte.
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Tampoco la actitud de la recurrente en amparo ha pro-
piciado el alargamiento de la instrucción, no pudiendo
serle achacado, en consecuencia, el retraso denunciado.
Por el contrario ha colaborado en la tarea judicial ponien-
do de manifiesto en repetidas ocasiones ante la titular
del Juzgado su inactividad y dándole numerosas opor-
tunidades para reparar la violación del derecho funda-
mental a un proceso sin dilaciones indebidas.

Puede que el Juzgado esté sobrecargado de trabajo,
pero como este Tribunal tiene declarado las posibles
deficiencias estructurales u organizativas y el abrumador
trabajo que pesa sobre los jurisdicentes no obsta a la
vulneración del mencionado derecho fundamental (SSTC
7/1995; 195/1998; 198/1999).

Concluye suplicando del Tribunal Constitucional que
dicte en su día Sentencia en la que se estime la demanda
de amparo y se declare vulnerado el derecho a un pro-
ceso sin dilaciones indebidas (art. 24.2 CE) en el seno
de las diligencias previas núm. 335-2000 seguidas ante
el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 3
de Torremolinos, para acreditar y reclamar con base en
el citado pronunciamiento la pertinente indemnización
por funcionamiento anormal de la Administración de Jus-
ticia en reparación de los daños y perjuicios sufridos,
acordándose, de no haber cesado las dilaciones al tiempo
de dictarse Sentencia en este proceso de amparo, las
medidas concretas para remover la inactividad judicial
denunciada.

4. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de
la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, de 10 de
julio de 2003, antes de resolver sobre la admisibilidad
del recurso, se acordó dirigir atenta comunicación al Juz-
gado de Primera Instancia e Instrucción núm. 3 de Torre-
molinos, a fin de que, a la mayor brevedad posible, remi-
tiera a la Sala certificación o fotocopia adverada de las
actuaciones correspondientes a las diligencias previas
núm. 335-2000.

5. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, por
providencia de 3 de junio de 2004, acordó admitir a
trámite la demanda de amparo y, de conformidad con
lo dispuesto en el art. 51 LOTC, dirigir atenta comu-
nicación al Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
núm. 3 de Torremolinos a fin de que, a la mayor brevedad
posible, constando ya en la Sala testimonio de las actua-
ciones correspondientes a las diligencias previas núm.
335-2000, remitiera testimonio de todas las actuaciones
practicadas en dichas diligencias desde la resolución de
2 de diciembre de 2002, debiendo previamente empla-
zar a quienes hubieran sido parte en el procedimiento,
a excepción de la demandante de amparo, para que
si lo deseasen pudieran comparecer en el plazo de diez
días en este proceso de amparo.

6. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de
la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, de 15 de
julio de 2004, se acordó dar vista de las actuaciones
recibidas a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal, por
plazo común de veinte días, para que pudieran formular
dentro de dicho plazo las alegaciones que tuvieran por
convenientes, de conformidad con lo dispuesto en el
art. 52.1 LOTC.

7. El Ministerio Fiscal evacuó el trámite de alega-
ciones conferido mediante escrito registrado en fecha
3 de septiembre de 2004, en el que, con base en la
argumentación que a continuación se resume, interesó
la estimación de la demanda de amparo.

Tras referirse a los antecedentes fácticos del recurso
y a la doctrina de este Tribunal sobre el derecho a un
proceso sin dilaciones indebidas, el Ministerio Fiscal

entiende que en este caso los datos relativos a las con-
cretas incidencias del proceso se han facilitado por los
actores, si bien de forma esquemática, reflejando en tér-
minos generales los periodos de tiempo en los que el
órgano judicial no ha impulsado la instrucción de las
diligencias previas y concretando sus reiteradas denun-
cias —al menos en tres ocasiones— en periodos en los
que se ha demorado la práctica de las diligencias
propuestas.

El análisis de tales alegaciones y el examen de las
actuaciones revela que, así como éstas se inician median-
te un adecuado impulso procesal, acomodándose a lo
que constituye una ordinaria instrucción en procesos
como el instado, es a partir del día 16 de julio de 2000,
en el que el Ministerio Fiscal evacuó el traslado, cuando
se produce una progresiva ralentización en la prosecu-
ción de la causa, transcurriendo desde entonces dos
meses para llevar a cabo la toma de declaración a un
testigo y más de tres para resolver sobre lo ya informado
por el Ministerio Fiscal. A ello se une un nuevo periodo
de práctica inactividad hasta la providencia de 26 de
abril de 2001 (seis meses), que ordena un nueva decla-
ración del representante legal de la entidad querellada,
no actuándose posteriormente de modo alguno hasta
que, tras el escrito de la ahora recurrente de amparo
de fecha 30 de julio de 2001, se dictó la providencia
de 27 de agosto de 2001, en la que el órgano judicial
se limitó a ordenar que los autos quedasen sobre la
mesa para resolver sobre lo pedido. Cinco meses más
tarde se dictó nueva providencia, en fecha 23 de enero
de 2002, en la que se ordenó la práctica de una de
las diligencias fundamentales (cuerpo de escritura del
querellante) solicitada desde el comienzo de la instruc-
ción y que hasta la fecha no había sido ordenada.

Sin embargo, aun con ser relevante lo anteriormente
expuesto, no deja de llamar la atención lo dilatado del
periodo existente desde el segundo escrito de la que-
rellada denunciando el retraso (14 de octubre de 2002),
así como desde el tercer escrito de similar contenido
(20 de noviembre de 2002), a los que no sigue actuación
procesal alguna, existiendo una absoluta inactividad, al
menos hasta la fecha en que se expidió el testimonio
de particulares solicitado por este Tribunal para tramitar
el presente recurso de amparo ( 29 de julio de 2003).

Así pues, atendida la complejidad del litigio (proceso
penal por un delito de falsedad documental), el margen
ordinario de duración normal de procesos similares y
el comportamiento procesal tanto de los litigantes como
del órgano judicial, ha de concluirse que no resulta la
tramitación de la causa incluida en el concepto «plazo
razonable» a que hace referencia la doctrina constitu-
cional, cuando tras más de tres años ni siquiera se ha
pasado del trámite de diligencias previas o bien en dicha
fase procesal se ha resuelto definitivamente sobre su
conclusión (sobreseimiento o archivo).

8. La representación procesal de la recurrente en
amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito registrado en fecha 9 de septiembre
de 2004, en el que dio por reproducidas las efectuadas
en el escrito de demanda, poniendo además de mani-
fiesto que, pese a que las diligencias previas fueron
sobreseídas provisionalmente en diciembre de 2003, se
mantiene la suspensión del juicio de desahucio núm.
335/99, no habiéndose dictado aún Sentencia en éste.

9. Por providencia de 14 de octubre de 2004, se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 18 de octubre siguiente.
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II. Fundamentos jurídicos

1. La entidad demandante de amparo considera que
ha sufrido una vulneración del derecho a un proceso
sin dilaciones indebidas (art. 24.2 CE) como consecuen-
cia de la prolongada inactividad del órgano jurisdiccional
en las diligencias previas núm. 335-2000 seguidas en
el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 3
de Torremolinos por supuesto delito de falsificación de
documentos privados. Aduce al respecto que en este
caso se cumplen todos los requisitos exigidos por una
reiterada doctrina constitucional para apreciar la denun-
ciada lesión del mencionado derecho fundamental, pues
las actuaciones penales a las que ha dado lugar la incoa-
ción de dichas diligencias previas no revisten comple-
jidad alguna por la naturaleza y las circunstancias del
supuesto delito que se investiga, ni son excesivas las
diligencias de prueba propuestas, ni entraña dificultad
alguna su práctica, no pudiendo considerarse como mar-
gen normal de la duración de la instrucción de tan sen-
cilla causa el largo período de tres años y seis meses
que ha transcurrido desde la presentación de la querella
hasta el día en que ha sido promovida la presente deman-
da de amparo, en el que aún no ha concluido su
tramitación.

El Ministerio Fiscal se pronuncia a favor de la esti-
mación de la demanda de amparo. Tras señalar que la
recurrente ha satisfecho la carga procesal de facilitar
a este Tribunal las alegaciones necesarias para dilucidar
si ha existido la lesión del derecho fundamental invocado,
entiende que en este caso, atendida la complejidad del
litigio, el margen ordinario de duración de procesos simi-
lares y el comportamiento procesal tanto de los litigantes
como del órgano judicial, ha de concluirse que la tra-
mitación de la causa no puede incluirse en el concepto
de «plazo razonable» a que hace referencia la doctrina
constitucional, cuando tras más de tres años ni siquiera
se ha pasado del trámite de diligencias previas o bien
en dicha fase procesal se ha resuelto definitivamente
sobre su conclusión (sobreseimiento o archivo).

2. Delimitados en los términos expuestos el objeto
del presente recurso de amparo y las posiciones de las
partes personadas, la única cuestión a resolver estriba
en determinar si ha resultado vulnerado, o no, el derecho
de la demandante de amparo a un proceso sin dilaciones
indebidas en la tramitación de las diligencias previas
núm. 335-2000 seguidas en el Juzgado de Primera Ins-
tancia e Instrucción núm. 3 de Torremolinos, por lo que
parece oportuno recodar sucintamente las líneas fun-
damentales de la doctrina de este Tribunal acerca del
mencionado derecho fundamental.

a) El derecho a un proceso sin dilaciones indebidas
requiere para su satisfacción un adecuado equilibrio
entre, de un lado, la realización de toda la actividad judi-
cial indispensable para la resolución del caso del que
se conoce y para la garantía de los derechos de las
partes y, de otro, el tiempo que dicha realización precisa,
que habrá de ser el más breve posible.

b) Junto con la autonomía del derecho fundamental
en cuestión, proclamada en una reiterada y conocida
doctrina constitucional, se ha destacado también su
doble faceta prestacional y reaccional. La primera con-
siste en el derecho a que los órganos judiciales resuelvan
y hagan ejecutar lo resuelto en un plazo razonable, y
supone que los Jueces y Tribunales deben cumplir su
función jurisdiccional de garantizar la libertad, la justicia
y la seguridad con la rapidez que permita la duración
normal de los procesos, evitando dilaciones indebidas
que quebranten la efectividad de la tutela. A su vez la
faceta reaccional actúa en el marco estricto del proceso
y se traduce en el derecho a que se ordene la inmediata

conclusión de los procesos en que se incurra en dila-
ciones indebidas.

c) En cuanto al alcance objetivo del derecho este
Tribunal tiene declarado también, en coincidencia con
la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos
(sintetizada, entre otras resoluciones, en sus SSTEDH
de 23 de septiembre de 1997, caso Robins, y de 21
de abril de 1998, caso Estima Jorge), que es invocable
en toda clase de procesos, si bien en el penal, en el
que las dilaciones indebidas pueden constituir una suerte
de poena naturalis, debe incrementarse el celo del juz-
gador a la hora de evitar su consumación y, asimismo,
en las sucesivas fases e instancias por las que discurre
el proceso, incluida la ejecución de Sentencias.

d) Por otra parte es reiterada doctrina constitucional
que el reconocimiento en el art. 24.2 CE del derecho
a un proceso sin dilaciones indebidas no ha supuesto
la constitucionalización del derecho a los plazos proce-
sales establecidos por las leyes. Antes bien, partiendo
de la identidad de la expresión empleada por nuestra
Constitución con la utilizada en el art. 14.3 del Pacto
internacional de derechos civiles y políticos y su similitud
con la recogida en el art. 6.1 del Convenio europeo para
la protección de los derechos humanos y de las libertades
fundamentales, se ha destacado su condición de con-
cepto jurídico indeterminado o abierto, equivalente al
«plazo razonable» al que se refiere el art. 6.1 del citado
Convenio. Conforme a esta doctrina, en consonancia
también con la jurisprudencia del Tribunal Europeo de
Derechos Humanos (por todas, STEDH de 25 de noviem-
bre de 2003, caso Soto Sánchez), el carácter razonable
de la duración de un proceso debe ser apreciado median-
te la aplicación a las circunstancias del caso concreto
de los criterios objetivos, consistentes esencialmente en
la complejidad del litigio, la duración normal de procesos
similares, el interés que en aquél arriesga el demandante
de amparo y el comportamiento de los litigantes y del
órgano judicial actuante.

e) Finalmente se requiere que quien solicita el ampa-
ro por vulneración del derecho a un proceso sin dila-
ciones indebidas haya denunciado oportunamente la
dilación ante el órgano jurisdiccional y asimismo haya
dado a éste un tiempo que razonablemente le permita
remediar la dilación, al objeto de respetar el carácter
subsidiario del recurso de amparo. De ahí que sólo en
los casos en los que, tras la denuncia del interesado,
los órganos judiciales no hayan adoptado las medidas
pertinentes para poner fin a la dilación en un plazo pru-
dencial o razonable —entendiendo por tal aquél que le
permita adoptar las medidas necesarias para poner fin
a la paralización denunciada— podrá entenderse que la
vulneración constitucional invocada no ha sido reparada
en la vía judicial ordinaria y, por tanto, podrá ser exa-
minada por este Tribunal, incluso aunque haya recaído
resolución que ponga fin al proceso durante la trami-
tación del recurso de amparo.

Por el contrario, en aquellos casos en los que los
órganos judiciales hayan atendido esta queja y, en con-
secuencia, hayan adoptado las medidas pertinentes para
hacer cesar las dilaciones denunciadas dentro de dicho
plazo razonable o prudencial, deberá entenderse que la
vulneración del derecho a las dilaciones indebidas ha
sido reparada en la vía judicial ordinaria sin que el retraso
en que haya podido incurrir la tramitación de este pro-
ceso tenga ya relevancia constitucional, pues, tal y como
se ha señalado, para que pueda apreciarse que dicho
retraso es constitutivo de una dilación indebida con rele-
vancia constitucional no es suficiente sólo con que se
haya dictado una resolución judicial en un plazo que
no sea razonable, sino que es requisito necesario que
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el recurrente haya dado al órgano judicial la posibilidad
de hacer cesar la dilación y que éste haya desatendido
la queja, mediando un plazo prudencial entre la denuncia
de las dilaciones y la presentación de la demanda de
amparo (SSTC 133/1988, de 4 de julio, FJ 1; 223/1988,
de 24 de noviembre, FJ 3; 215/1992, de 1 de diciembre,
FJ 2; 69/1993, de 1 de marzo, FJ 2; 124/1999, de
28 de junio, FJ2; 198/1999, de 25 de octubre, FJ 3;
230/1999, de 13 de diciembre, FJ 2; 303/2000, de
11 de diciembre, FFJJ 3 a 5; 87/2001, de 2 de abril,
FJ 7; 237/2001, de 18 de diciembre, FJ 2; 71/2002,
de 14 de enero, FJ 7; por todas).

3. A la luz de la doctrina constitucional expuesta
ha de ser examinada la queja de la demandante de ampa-
ro, resultando necesaria a tales efectos una referencia
a los datos y momentos más esenciales de la causa
en orden a determinar si se ha producido o no en su
tramitación la denunciada vulneración del derecho a un
proceso sin dilaciones indebidas.

Las diligencias previas núm. 335-2000 seguidas en
el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 3
de Torremolinos fueron incoadas por Auto de 26 de
enero de 2000, como consecuencia de la querella pro-
movida en fecha 18 de enero de 2000 por don Julián
Cantón Arias contra la entidad ahora demandante de
amparo —Changepoint, S.A.— y quien había sido su repre-
sentante legal, don Framaz Dar, por supuestos delitos
de falsificación de documentos privados (arts. 395 y 396
del Código penal, CP), por considerar el querellante que
el contrato de subarriendo presentado por la deman-
dante de amparo en el proceso de desahucio (núm.
335/99) que entre ésta y aquél se seguía en el mismo
Juzgado adolecía de falsedad, al figurar en él la firma
de don Framaz Dar, cuando en realidad había sido fir-
mado, en representación de la subarrendadora Chan-
gepoint, S.A., y como mandatario verbal de don Framaz
Dar, por don Javier Liras Mantecón. En el escrito de
querella se solicitaban como diligencias a practicar por
el Juzgado las declaraciones de don Javier Liras Man-
tecón, del querellante, de los querellados y de los testigos
don Francisco Ramos García y don Manuel Gómez Berro-
cal; que se recabasen los antecedentes penales de los
querellados; y, en fin, que se dirigiera exhorto al mismo
Juzgado para que remitiese testimonio íntegro del juicio
de desahucio núm. 335/99 seguido entre el querellante
y la entidad ahora demandante de amparo. Tras rati-
ficarse personalmente el querellante en el escrito de que-
rella el día 28 de enero de 2000, por Auto de 9 de
febrero de 2000 se admitió a trámite la querella, orde-
nando que se practicasen las diligencias en la misma
interesadas, salvo la declaración de don Javier Liras
Mantecón.

El día 8 de marzo de 2000 prestó declaración en
el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 3
de Torremolinos el querellante. En cumplimiento de
exhorto a los Tribunales de Madrid el representante legal
de la mercantil querellada y ahora demandante de ampa-
ro —don José Ignacio Jiménez-Poyato Pérez— prestó
declaración el día 7 de marzo de 2000 en el Juzgado
de Instrucción núm. 31 de Madrid, negando lo hechos
que se le imputaban y comunicando que don Framaz
Dar había cesado en su relación laboral con la deman-
dante de amparo, desconociéndose su actual paradero.

Mediante escrito presentado en el Juzgado de Pri-
mera Instancia e Instrucción núm. 3 de Torremolinos
el día 3 de marzo de 2000 la representación procesal
de la demandante de amparo contestó a la querella y
solicitó como diligencias a practicar certificación notarial
de la autenticidad de la firma de don Framaz Dar en
el contrato de subarriendo, así como prueba pericial cali-
gráfica de la firma del querellante y de la de don Framaz
Dar. Por providencia de 13 de abril de 2000 se tuvo

por presentado el anterior escrito, quedando pendiente
de resolver sobre la práctica de las diligencias solicitadas.
Por providencia de 15 de mayo de 2000 se acordó la
práctica de la diligencias propuestas por la querellada
y ahora demandante de amparo, así como que se diri-
giera oficio a la policía para que investigase e informase
sobre el actual domicilio de don Framaz Dar.

Por nuevo escrito de la ahora demandante de amparo
de fecha 3 de julio de 2000 se solicitó del Juzgado
que, dada la imposibilidad de localizar a don Framaz
Dar, y al objeto de formar cuerpo de escritura para que
se practicase la prueba pericial caligráfica pedida, se
procediese a formar dicho cuerpo de escritura a partir
de determinados documentos auténticos en los que
consta su firma. En este sentido se pidió que se oficiase
al Banco Bilbao Vizcaya Argentaria, S.A., para que apor-
tase documento original con la firma de don Framaz
Dar que obraba en sus archivos, así como al Servicio
de Mediación, Arbitraje y Conciliación de la Comunidad
Autónoma de Madrid para que aportase también original
del acta de conciliación celebrado entre aquél y la
demandante de amparo el día 2 de enero de 1998.
Por providencia de 5 de julio de 2000 se acordó unir
el anterior escrito al expediente y dar traslado al Minis-
terio Fiscal, quien emitió informe en fecha 16 de julio
de 2000 estimando únicamente procedente que se ofi-
ciase lo solicitado a la entidad bancaria.

En virtud de exhorto dirigido a los Juzgados de Fuen-
girola, en fecha 20 de septiembre de 2000 prestó decla-
ración ante el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
núm. 5 de Fuengirola don Javier Liras Mantecón.

Por providencia de 20 de octubre de 2000 el Juzgado
de Primera Instancia e Instrucción núm. 3 de Torremo-
linos accedió a lo solicitado por la entidad querellada
y ahora recurrente en amparo en su escrito de 3 de
julio de 2000, acordando en consecuencia dirigir oficio
a la entidad Banco Bilbao Vizcaya Argentaria, S.A., para
que aportase documento original con la firma de don
Framaz Dar que obraba en sus archivos, siendo atendido
el requerimiento judicial en fecha 13 de noviembre
de 2000.

Por providencia de 12 de febrero de 2001 se acordó
citar al testigo don Manuel Gómez Berrocal para que
compareciese en el Juzgado el día 8 de marzo siguiente
a fin de prestar declaración. Por providencia de 26 de
abril de 2001 se acordó, atendiendo a la petición del
querellante, librar exhorto a los Juzgados de Madrid para
recibir nueva declaración al representante legal de la
ahora demandante de amparo, haciéndose contar por
diligencia de fecha 28 de mayo de 2001 que el Juzgado
exhortado había señalado la fecha de 7 de julio de 2001,
posteriormente modificada por la de 5 de julio de 2001.

Tras llevarse a cabo la anterior declaración la deman-
dante de amparo presentó en el Juzgado el día 31 de
julio de 2001 escrito denunciando el extraordinario retra-
so —18 meses— que se estaba produciendo en la tra-
mitación de las diligencias, sin que en el tiempo trans-
currido se hubiera procedido al esclarecimiento de los
hechos, solicitando para su más rápido esclarecimiento
la toma de declaración del querellante en presencia del
Letrado de la querellada. Por proveído de 27 de agosto
de 2001 se tuvieron por hechas las manifestaciones
recogidas en el anterior escrito, quedando los autos
sobre la mesa del proveyente para acordar lo que pro-
cediese. Por posterior proveído de 23 de enero de 2002
se acordó tomar declaración al querellado —don Framaz
Dar— y formar cuerpo de escritura, oficiando a tal fin
a la Dirección General de la Policía para que averiguase
su paradero y se procediese a su citación; reclamar los
antecedentes de los querellados; tomar declaración a
los testigos don Francisco Ramos García y don Manuel
Gómez Berrocal; traer a los autos testimonio del juicio
de desahucio núm. 335/99; reiterar el requerimiento
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efectuado al Notario que había autorizado diversos ins-
trumentos otorgados por don Framaz Dar a fin de que
certificase la autenticidad de la firma de éste en el con-
trato de subarriendo; practicar la prueba caligráfica para
probar la autenticidad de la firma del querellante en el
contrato de subarriendo; y, en fin, denegar la declaración
del querellante solicitada por la ahora demandante de
amparo.

Por providencia de 18 de febrero de 2002 se sus-
pendió la toma de declaración de los testigos don Fran-
cisco Ramos García y don Manuel Gómez Berrocal, al
no constar citados en forma los representantes de las
partes, fijándose como nueva fecha el día 6 de marzo
de 2002. En fechas 11 y 19 de febrero de 2002 se
recibieron en el Juzgado sendos oficios de la policía
comunicando que habían resultado infructuosas las ges-
tiones para localizar el paradero de don Framaz Dar.
Y por proveído de 5 de marzo de 2002 se reiteró a
la policía científica la remisión del informe caligráfico
y el requerimiento efectuado al Notario por providencia
de 23 de enero de 2002.

Por Auto de 5 de marzo de 2002 se acordó la deten-
ción y puesta a disposición del Juzgado de don Framaz
Dar, recibiéndose el día 18 del mismo mes la comu-
nicación del Notario, en la que se daba cuenta de la
imposibilidad de efectuar bajo la fe notarial el cotejo
de firmas solicitado, y el siguiente día 23 el informe
pericial caligráfico de la policía.

Las declaraciones de los testigos don Francisco
Ramos García y don Manuel Gómez Berrocal se prac-
ticaron en el Juzgado los días 6 de marzo y 19 de julio
de 2002, respectivamente.

Mediante escrito registrado en fecha 14 de octubre
de 2002 la representación procesal de la demandante
de amparo, con invocación expresa del derecho a un
proceso sin dilaciones indebidas (art. 24.2 CE), volvió
a reiterar su queja por el excesivo retraso en la instruc-
ción de la causa —más de dos años y diez meses desde
el inicio de las diligencias previas—, sin que se hubieran
esclarecido los hechos, pese a la escasa complejidad
del asunto, denunciando el grave perjuicio que le oca-
sionaban dichas dilaciones al encontrarse suspendido,
por estar abierta la causa penal, el proceso de desahucio
que había promovido contra el querellante, que seguía
ocupando el local comercial subarrendado sin pagar con-
traprestación alguna. Por ello suplicaba al Juzgado que
acelerase la tramitación de las diligencias previas a fin
de que procediese a su archivo o, en su caso, a la apertura
de juicio oral. Por posterior escrito, registrado en fecha
29 de noviembre de 2002, la representación procesal
de la ahora demandante de amparo volvió a reiterar la
denuncia por dilaciones indebidas en la tramitación de
las diligencias previas, sin que desde tal fecha y hasta
el día 29 de julio de 2003, en el que por el Secretario
del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 3
de Torremolinos se certificó el testimonio de las actua-
ciones pedido por este Tribunal tras la presentación de
la demanda de amparo el día 23 de junio de 2003,
conste que se hubiera practicado ninguna otra diligencia,
ni que se resolviera sobre el curso, la prosecución o
el archivo de la causa.

4. El precedente relato procesal resulta en este caso
concluyente por sí mismo de que la entidad demandante
de amparo ha padecido la denunciada vulneración del
derecho a un proceso sin dilaciones indebidas en las
diligencias previas núm. 335-2000 seguidas en el Juz-
gado de Primera Instancia e Instrucción núm. 3 de
Torremolinos.

En efecto, como el Ministerio Fiscal pone acertada-
mente de manifiesto en su escrito de alegaciones, si
bien es cierto que el órgano judicial impulsó adecua-
damente la causa en su fase inicial, no es lo menos,

sin embargo, que a partir de la fecha de 16 de julio
de 2000 se ralentizó progresivamente la instrucción de
la misma, transcurriendo un primer período de inacti-
vidad judicial de más de tres meses para resolver —pro-
videncia de 20 de octubre de 2000— sobre la petición
de la ahora demandante de amparo de que se formase
el cuerpo de escritura de don Framaz Dar con docu-
mentos auténticos en los que constaba legitimada su
firma. A ello le sigue un nuevo periodo de inactividad
judicial de casi cuatro meses, hasta que por providencia
de 12 de febrero de 2001 se acordó citar al testigo
don Manuel Gómez Berrocal para que compareciera en
el Juzgado a fin de prestar declaración. Otro más de
cuatro meses, desde la providencia de 26 de abril de
2001, por la que se ordenó una nueva declaración del
representante legal de la entidad querellada, hasta la
providencia de 27 de agosto de 2001, por la que se
tuvieron por hechas las manifestaciones efectuadas por
la ahora demandante de amparo en su escrito de 31
de julio de 2001, en el que denunció por vez primera
el extraordinario retraso que se estaba produciendo en
la instrucción de las causa, y se ordenó que los autos
quedasen sobre la mesa del proveyente para acordar
la resolución que procediese. Al que siguió, en fin, otro
de casi seis meses, hasta que por providencia de 23
de enero de 2002 se ordenaron la práctica de deter-
minadas diligencias, todas ellas ya solicitadas por las
partes al inicio de la causa.

A los relevantes e importantes periodos de inactividad
judicial que se han reseñado ha de añadirse el trascen-
dente y dilatado periodo —ocho meses— que transcurrió
desde que la entidad demandante de amparo presentó
en fecha 24 de octubre de 2002 un nuevo escrito denun-
ciando las dilaciones indebidas en las tramitación de
la causa, que reiteró en un posterior escrito de fecha
29 de noviembre de 2002, hasta la presentación de
la demanda de amparo en el Registro General de este
Tribunal el día 23 de junio de 2003, en el que el órgano
judicial, según resulta del testimonio de las actuaciones
remitido por el Secretario Judicial en fecha 29 de julio
de 2003, no desplegó actividad procesal alguna.

Es evidente que se trata en este caso de unas dili-
gencias previas, en las que el supuesto delito que se
investiga, así como las diligencias a practicar para el
esclarecimiento de los hechos, presentan una escasa
complejidad, que no puede justificar en modo alguno
que, transcurridos casi tres años y seis meses desde
su iniciación hasta la presentación de la demanda de
amparo, no se haya concluido aún la tramitación de tal
fase procesal. Plazo que obviamente excede del margen
de duración ordinaria de dicha fase en procesos penales
similares.

De otra parte la dilación objetivamente indebida que
se constata en modo alguno es imputable a la deman-
dante de amparo, cuya conducta procesal puede cali-
ficarse sin ambages de diligente, tanto en la formulación
de alegaciones y en la propuesta de medios de prueba
para el esclarecimiento de los hechos, como en las rei-
teradas denuncias del retraso en la instrucción de la
causa que presentó ante el órgano judicial, que dejó
transcurrir un plazo más que razonable y prudencial des-
de que se denunciaron dichas dilaciones hasta que se
acudió en amparo ante este Tribunal. Conclusión que
deviene reforzada por el interés que la demandante de
amparo tenía en la conclusión de la fase de diligencias
previas, pues la pervivencia de la causa penal determinó
la suspensión del juicio de desahucio que había promovió
contra el querellante, quien continuaba ocupando el local
comercial objeto de subarriendo.

En definitiva, la tramitación de las diligencias previas
núm. 335-2000 seguidas en el Juzgado de Primera Ins-
tancia e Instrucción núm. 3 de Torremolinos no puede
en modo alguno incluirse en el concepto de «plazo razo-
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nable» a que hace referencia, como se ha dejado cons-
tancia, una reiterada doctrina constitucional sobre el
derecho a un proceso sin dilaciones indebidas.

5. El otorgamiento del amparo debe limitarse en
el presente caso a la declaración de violación del derecho
fundamental, ya que en el momento de dictarse la pre-
sente Sentencia, según ha puesto de manifiesto la
demandante de amparo en su escrito de alegaciones
del trámite del art. 52.1 LOTC, la inactividad jurisdic-
cional lesiva del mencionado derecho fundamental ha
cesado, al haberse acordado el sobreseimiento provi-
sional de las diligencias previas (SSTC 198/1999, de
25 de octubre, FJ 7; 215/1992, de 1 de diciembre,
FJ 6; por todas).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo presentada por Chan-
gepoint, S.A. y, en su virtud:

Declarar que se ha vulnerado el derecho de la
recurrente a un proceso sin dilaciones indebidas (art.
24.2 CE), en las diligencias previas núm. 335-2000
seguidas en el Juzgado de Primera Instancia e Instruc-
ción núm. 3 de Torremolinos.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de octubre de dos mil
cuatro.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Vicente Conde
Martín de Hijas.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montal-
vo.—Ramón Rodríguez Arribas.—Pascual Sala Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

19639 Pleno. Sentencia 178/2004, de 21 de octu-
bre de 2004. Cuestiones de inconstituciona-
lidad 4104/99 y 1661-2002 (acumuladas).
Planteadas por la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia
del País Vasco en relación con el art. 11 de
la Ley del Parlamento Vasco 17/1994, de 30
de junio, de medidas urgentes en materia de
vivienda, de tramitación de los instrumentos
de planeamiento y gestión urbanística: el art.
2.2 del Real Decreto-ley 5/1996, de 7 de
junio, de 14 de abril, de medidas liberaliza-
doras en materia de suelo y de colegios pro-
fesionales; el art. 2.2 de la Ley 7/1997, de
14 de abril, de medidas liberalizadoras en
materia de suelo y de colegios profesionales;
y el artículo único, apartado 2, de la Ley del
Parlamento Vasco 3/1997, de 25 de abril,
por la que se determina la participación de
la comunidad en las plusvalías generadas por
la acción urbanística.

Competencias sobre urbanismo y derecho de
propiedad: cesiones de aprovechamiento
urbanístico en suelo urbano tras la nulidad
de la ley estatal declarada por la STC
61/1997. Nulidad de preceptos estatales.
Voto particular.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta, don Gui-
llermo Jiménez Sánchez, don Vicente Conde Martín de

Hijas, don Javier Delgado Barrio, doña Elisa Pérez Vera,
don Roberto García-Calvo y Montiel, don Eugeni Gay
Montalvo, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don
Ramón Rodríguez Arribas, don Pascual Sala Sánchez,
don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En las cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas
núms. 4104/99 y 1661-2002, promovidas por la Sec-
ción Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco en
relación con el art. 11 de la Ley del Parlamento Vasco
17/1994, de 30 de junio, de medidas urgentes en mate-
ria de vivienda, de tramitación de los instrumentos de
planeamiento y gestión urbanística; el art. 2.2 del Real
Decreto-ley 5/1996, de 7 de junio, de medidas libe-
ralizadoras en materia de suelo y de colegios profesio-
nales; el art. 2.2 de la Ley 7/1997, de 14 de abril, de
medidas liberalizadoras en materia de suelo y de colegios
profesionales; y el artículo único, apartado 2, de la Ley
del Parlamento Vasco 3/1997, de 25 de abril, por la
que se determina la participación de la comunidad en
las plusvalías generadas por la acción urbanística. Han
comparecido el Abogado del Estado, en representación
del Gobierno de la Nación, el Fiscal General del Estado,
el Letrado del Parlamento Vasco y el Letrado de los Ser-
vicios Jurídico-Centrales de la Administración de la
Comunidad Autónoma del País Vasco. Ha sido Ponente
el Magistrado don Vicente Conde Martín de Hijas, quien
expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. El 5 de octubre de 1999 fue registrado en este
Tribunal oficio de fecha 30 de septiembre de 1999, remi-
tido por la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sec-
ción Segunda) del Tribunal Superior de Justicia del País
Vasco, al que se adjuntaba, entre otros testimonios, el
del Auto del mismo órgano judicial, de 27 de septiembre
de 1999, por el que se acuerda plantear cuestión de
inconstitucionalidad en relación con el art. 11 de la Ley
del Parlamento Vasco 17/1994, de 30 de junio, de medi-
das urgentes en materia de vivienda, de tramitación de
los instrumentos de planeamiento y gestión urbanística.
El precepto mencionado dispone:

«En el suelo urbano de todos los municipios de la
Comunidad Autónoma del País Vasco el aprovechamien-
to susceptible de apropiación por el titular de un terreno
mediante el cumplimiento de los deberes legalmente
establecidos será el siguiente:

a) En los municipios en los que sea de aplicación
íntegra el Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de
junio, el resultado de referir a la superficie del terreno
de su propiedad el 85 por 100 del aprovechamiento
tipo del área de reparto en que esté comprendido, o,
en su caso, y hasta tanto no se produzca en tales muni-
cipios la fijación de dicho aprovechamiento tipo, el resul-
tado de referir a la misma superficie el 85 por 100 del
aprovechamiento medio de la unidad de ejecución
correspondiente, calculado en los términos de la dis-
posición adicional segunda del citado real decreto
legislativo.

b) En los municipios en los que no sea de íntegra
aplicación el Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26
de junio, el resultado de referir a la superficie del terreno
de su propiedad el 85 por 100 del aprovechamiento
medio de la unidad de ejecución correspondiente, cal-


